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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO / SEGUNDA NULIDAD / INDEBIDA INTEGRACIÓN DE LA LITIS Y FALTA DE MOTIVACIÓN - Sería del caso determinar si por parte de la ANTV se han vulnerado los derechos fundamentales de la señora AMR y de los empleados de la Fundación Municipal de Usuarios de Antena Parabólica de la Virginia, Risaralda, FUNMUPAVIR; sin embargo, lo que se advierte de entrada es que la Colegiatura se encuentra sin herramientas para efectuar un nuevo análisis de los argumentos expuestos por el Juez de primer nivel en la decisión impugnada, ello por cuanto a pesar de ser ésta la segunda oportunidad en la cual se ha puesto bajo estudio de la Corporación el presente asunto, lo cierto del caso es que ya se había decretado en precedencia una nulidad de lo actuado en dichas diligencias, bajo unos criterios y argumentos específicos que infortunadamente no fueron atendidos por parte del Juez de Conocimiento en el momento de rehacer la actuación, escenario ante el cual
(…)

A pesar de lo anterior, parece ser que infortunadamente el Juez A Quo no se tomó el trabajo de examinar con detenimiento las pautas impartidas por esta Magistratura en aquella oportunidad, pues lo que se evidencia es que más allá de haber procedido a la vinculación de una entidad que en este momento se encuentra fuera de funcionamiento, y de la cual no se hizo mención en momento alguno, no acató ninguna de las instrucciones observadas por la Sala, tal y como acertadamente lo manifestó el recurrente en su escrito de impugnación. 

Vistas así las cosas, es evidente que volver a pronunciarse sobre el asunto bajo los presupuestos con los que ahora se cuentan, se tornaría en una redundancia y un desgaste innecesario, toda vez que como ya se dijo, a modo de ver de la Colegiatura, para poder proferir una decisión en derecho, es necesaria la intervención en este asunto de todas las personas que pudieran llegar a tener en la misma un interés legítimo, o que pudieran esclarecer la veracidad de las circunstancias fácticas narradas por la parte accionante, y que además el Cognoscente asuma en debida forma su rol de Juez constitucional y profiera una decisión motivada, independientemente del criterio que sobre este asunto tenga.   

Con base en lo dicho hasta ahora, quiere esta Colegiatura recordarle al señor Juez de conocimiento que a pesar de la autonomía judicial de la cual goza, no puede desconocer caprichosamente la potestad que tiene el superior funcional de revocar, modificar o anular sus decisiones conforme lo contempla el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991. De manera que se decretará la nulidad de la actuación procesal a partir de la expedición de la sentencia de amparo constitucional adiada el 16 de marzo de 2018, a fin de que esta vez sí se integre de manera correcta la Litis por parte del Juzgado de primer nivel y se profiera un nuevo fallo de tutela que sea respetuoso del principio de la congruencia, atendiendo los parámetros decantados por esta instancia judicial.
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Aprobado por Acta No. 352  

	Radicación: 
	660013187003 2017 00124 02

	Procedencia: 
	Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y M. de Seguridad 

	Accionante: 
	Amparo Mejía Restrepo  

	Accionado: 
	Autoridad Nacional de Televisión 

	Decisión: 
	Decreta Nulidad


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el abogado JOHN JAIRO JIMÉNEZ FRANCO, quien actúa en calidad de apoderado judicial de la señora AMPARO MEJÍA RESTREPO, como parte accionante dentro del presente asunto, en contra del fallo proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el 16 de marzo de 2018, mediante el cual declaró improcedente la acción de tutela instaurada en contra de la AUTORIDAD NACIONAL DE TELEVISIÓN, (ANTV). 

ANTECEDENTES:

El abogado JOHN JAIRO JIMÉNEZ FRANCO, actuando en calidad de apoderado judicial de la señora AMPARO MEJÍA RESTREPO, instauró acción de tutela en contra de la ANTV, al considerar que dicha Entidad en el devenir de un proceso administrativo ha vulnerado el derecho fundamental al debido proceso de su mandante; ello, según los hechos que a continuación se relacionan:
· FUNMUPAVIR es una Asociación Comunitaria para la prestación de servicios de antena parabólica que tenía funcionamiento en el municipio de la Virginia, Risaralda. 
· El señor Germán Eusse Mejía, quien trabajaba para la mencionada empresa, sufrió un accidente en el desarrollo de sus labores y falleció. Tal suceso motivó a la señora Amparo Mejía Restrepo a promover un proceso ordinario laboral tendiente a que se declarara la responsabilidad patronal de dicho incidente. 

· El conocimiento de esa demanda le correspondió al Juzgado Promiscuo del Circuito de la Virginia, Despacho que profirió sentencia en favor de la señora Mejía Restrepo como demandante, por lo que más adelante procedió a la ejecución de la sentencia con el respectivo embargo y secuestro del establecimiento de comercio. 
· Encontrándose la empresa en desarrollo de las actividades propias de su razón social, bajo gestiones adelantadas por parte de un secuestre, empezó a salir avante, contaba con 8 empleados, y vendía señal de televisión que era distribuida en todo el municipio de la Virginia, generando con ello ingresos para el pago de la obligación laboral de la señora Amparo, así como el pago de los trabajadores, y la posibilidad de brindar señal de televisión a las personas de escasos recursos de esa localidad. 

· No obstante, a pesar de la normalidad con la que todo se venía desarrollando, llegó la ANTV a sellar el establecimiento de comercio por una supuesta prestación clandestina del servicio, desconociendo con ello la regla de que el patrimonio es prenda general de los acreedores y que se gozaba de un privilegio especial, en tratándose de un crédito laboral; además, quebrantando el derecho al trabajo de los empleados de la empresa y destruyendo las labores del secuestre, pasando además por alto lo estatuido en el proceso ordinario laboral, y en consecuencia, arruinando los fines de la administración de justicia al dejar sin efectos un proceso judicial, con una resolución. 
· La medida tomada por la ANTV no estableció de forma previa a su decisión ningún tipo de socialización con la Rama Judicial, la cual debe propender por el restablecimiento de los derechos conculcados con la misma actividad estatal. 

PRETENSIONES:

Con base en los hechos narrados, solicitó el accionante que se dejara sin efecto la suspensión del servicio de televisión del establecimiento de comercio FUNMUPAVIR, hasta que se cumpla con la formalidad de la diligencia de remate y la jurisdicción agote su competencia, petición de la cual solicitó su aplicación desde el inicio de la actuación, con la imposición de una medida provisional en el mismo sentido. 
Además, clamó para que se protegieran los derechos de los trabajadores de la mencionada empresa, restableciéndoles sus respectivos cargos. 

Por último, que se autorice al secuestre para continuar con su función hasta la diligencia de remate. 

Concluyó diciendo el accionante que acude al mecanismo constitucional de amparo como mecanismo transitorio para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable. 

TRÁMITE Y SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:

La presente acción de tutela fue tramitada por parte del Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Despacho en el cual se profirió sentencia el día 26 de diciembre de 2017, en la que se resolvió negar la protección constitucional reclamada. Tal decisión fue objeto de impugnación por la parte accionante, y arribó a esta Colegiatura, donde se resolvió por medio de auto del 23 de febrero de 2017, decretar la nulidad del fallo por indebida conformación de la Litis y falta de motivación de la decisión.  
Así las cosas, las diligencias se devolvieron al juzgado de origen para que se rehiciera la actuación conforme a los lineamientos expuestos en dicho proveído, es decir, vinculando a los terceros con interés legítimo y demás litisconsortes necesarios, y además, se efectuara un nuevo pronunciamiento que cumpliera en debida forma con el requisito formal de la motivación que debe caracterizar todos los laudos judiciales. 

Una vez recibido el expediente en el Despacho de conocimiento, se procedió a la vinculación de la Fundación Municipal de Usuarios de Antena Parabólica de la Virginia FUNMUPAVIR mediante auto del 1º de marzo de 2018. 

El 16 de marzo se profirió la nueva decisión, en la cual el Juez Cognoscente resolvió negar la acción de tutela bajo argumentos idénticos a los que se tuvieron en cuenta en la decisión anulada, así, se basó tajantemente en la teoría de la improcedencia de la acción constitucional, y reiteró su postura de que la ANLTV adelantó las actuaciones que estimó pertinentes al establecer que la empresa FUMMUVPAVIR estaba operando de manera clandestina, y si bien suspendió el servicio de televisión prestado por la misma no realizó el decomiso preventivo de los equipos, como en la normalidad hubiera ocurrido, dado que así lo ordenó el Juzgado Promiscuo del Circuito de la Virginia. 
Además, recalcó que no se demostraron los presupuestos para deducir la ocurrencia de un perjuicio irremediable que permitiera la intervención transitoria del Juez constitucional, tales como la necesidad, urgencia, gravedad, impostergabilidad e inminencia.   
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:
Una vez notificada la decisión de instancia, fue recurrida por parte del Letrado accionante, quien a través de un memorial allegado al Despacho de conocimiento el 26 de diciembre de 2017, advirtió su discrepancia con la omisión del Juez de primer nivel de acatar las observaciones que se le hicieran por parte de esta Colegiatura cuando se decretó la nulidad de todo lo actuado dentro de esta acción. 
En primer lugar señaló que no se notificó al Juzgado Promiscuo del Circuito de la Virginia para determinar la legalidad del procedimiento adelantado por la ANTV, y si las actuaciones del secuestre se habían adelantado bajo clandestinidad; y en igual omisión incurrió al prescindir de la vinculación del secuestre y de los ocho trabajadores que prestaban sus servicios en la empresa FUNMUPAVIR. 
Recalcó que todos los argumentos que dieron lugar a la declaratoria de nulidad de la actuación se mantuvieron incólumes en esta oportunidad, pues el juez de primer grado no se preocupó por tomar una decisión ajustada a los lineamientos marcados por el Ad Quem, e incluso se limitó a vincular a la empresa FUNMUPAVIR, cuando la misma se encuentra cerrada.   

Paso seguido, expuso que la ANTV con su actuación, por demás arbitraria, obvió el trámite que se estaba adelantando por la judicatura, y dejó sin valor las diligencias de un secuestre o auxiliar de la justicia que estaba precisamente realizando las actividades tendientes a solventar una obligación de origen laboral, ello conforme a la orden de un Despacho Judicial, lo cual no guarda concordancia con la supuesta clandestinidad en la prestación del servicio, de la que habla la ANTV.      

Adujo el recurrente que es errónea la afirmación de que la ANTV podía retirar la señal de televisión, pues esa entidad dispuso de la misma, sin considerar que ya había sido objeto de un secuestro por parte de un Juez.  
Además, manifestó que las relaciones del Estado deben ser armónicas, y desde ese punto de vista, lo que se estaba logrando con el funcionamiento de la empresa era pagar un crédito laboral con el producto del bien embargado, y precisamente lo que dio origen al mismo fue la muerte de un trabajador de aquella, por lo que resulta incomprensible que si los fines del Estado son resarcitorios de los daños causados a los particulares, pueda la ANTV truncar ese fin. 

Bajo dichos argumentos, reiteró la solicitud planteada en su escrito inicial. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000, por ser el superior jerárquico del Despacho fallador. 

Sería del caso determinar si por parte de la ANTV se han vulnerado los derechos fundamentales de la señora AMPARO MEJÍA RESTREPO y de los empleados de la Fundación Municipal de Usuarios de Antena Parabólica de la Virginia, Risaralda, FUNMUPAVIR; sin embargo, lo que se advierte de entrada es que la Colegiatura se encuentra sin herramientas para efectuar un nuevo análisis de los argumentos expuestos por el Juez de primer nivel en la decisión impugnada, ello por cuanto a pesar de ser ésta la segunda oportunidad en la cual se ha puesto bajo estudio de la Corporación el presente asunto, lo cierto del caso es que ya se había decretado en precedencia una nulidad de lo actuado en dichas diligencias, bajo unos criterios y argumentos específicos que infortunadamente no fueron atendidos por parte del Juez de Conocimiento en el momento de rehacer la actuación, escenario ante el cual no queda una alternativa distinta que invalidarla nuevamente.    
Como sustento de lo anterior, deben recordarse los parámetros estimados por esta Sala en el momento de decretar por primera vez la nulidad del trámite adelantando en la acción constitucional que hoy nos concita:  
1. En primer lugar se consideró que la Litis no se había integrado en debida forma, puesto que para efectos de tomar una decisión en derecho, se hacía imprescindible la vinculación al asunto de las siguientes personas: 

· El JUZGADO PROMISCUO DEL CIRCUITO DE LA VIRGINIA, para que manifestara si las actuaciones adelantadas por la ANTV se realizaron bajo su conocimiento y consentimiento, y además se pronunciara frente a la supuesta clandestinidad de la actividad comercial que se desarrollaba en el aludido establecimiento.
· El señor LIBARDO CARDONA PUERTA, quien fungía como secuestre del mencionado inmueble, pues al ostentar la calidad de administrador del mismo, y conocer los documentos que soportaban las actividades desarrolladas por esa empresa, factiblemente tenía conocimiento acerca de su legalidad.  
· Las ocho personas que laboraban para la asociación FUNMUPAVIR, toda vez que de acuerdo a lo manifestado por el accionante, era su intención que los efectos de la solicitud de amparo se hicieran extensivos a ellos, para quienes además se impetró una solicitud específica, cual era su reintegro con normalidad a su lugar de trabajo, al haberse encontrado también perjudicados con la decisión de la entidad accionada, de manera que lo correcto hubiera sido dilucidar si era su voluntad participar del asunto, en tratándose de terceros con interés legítimo en el mismo. 
2. En segundo lugar, se llamó la atención del Juez de primer nivel, toda vez que al revisar el contenido de las razones jurídicas que fundamentaron su decisión, se concluyó que incurrió en una carencia de motivación que tenía su origen inclusive desde la identificación del problema jurídico propuesto por el accionante. 

Y no sólo eso, sino que además para proferir el fallo acudió a argumentos genéricos, indeterminados y abstractos, relacionados con la supuesta improcedencia de la acción de tutela, evadiendo el deber que le asistía de hacer un pronunciamiento claro y expreso que se encontrara en congruencia con lo pedido y debatido en el proceso por las partes, ello, sin realizar un estudio previo para identificar si la o los titulares de los derechos invocados se encontraban ante la amenaza de un eventual perjuicio irremediable que ameritara la intervención del juez constitucional, así fuera de manera transitoria.   

A pesar de lo anterior, parece ser que infortunadamente el Juez A Quo no se tomó el trabajo de examinar con detenimiento las pautas impartidas por esta Magistratura en aquella oportunidad, pues lo que se evidencia es que más allá de haber procedido a la vinculación de una entidad que en este momento se encuentra fuera de funcionamiento, y de la cual no se hizo mención en momento alguno, no acató ninguna de las instrucciones observadas por la Sala, tal y como acertadamente lo manifestó el recurrente en su escrito de impugnación. 
Vistas así las cosas, es evidente que volver a pronunciarse sobre el asunto bajo los presupuestos con los que ahora se cuentan, se tornaría en una redundancia y un desgaste innecesario, toda vez que como ya se dijo, a modo de ver de la Colegiatura, para poder proferir una decisión en derecho, es necesaria la intervención en este asunto de todas las personas que pudieran llegar a tener en la misma un interés legítimo, o que pudieran esclarecer la veracidad de las circunstancias fácticas narradas por la parte accionante, y que además el Cognoscente asuma en debida forma su rol de Juez constitucional y profiera una decisión motivada, independientemente del criterio que sobre este asunto tenga.   
Con base en lo dicho hasta ahora, quiere esta Colegiatura recordarle al señor Juez de conocimiento que a pesar de la autonomía judicial de la cual goza, no puede desconocer caprichosamente la potestad que tiene el superior funcional de revocar, modificar o anular sus decisiones conforme lo contempla el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991. De manera que se decretará la nulidad de la actuación procesal a partir de la expedición de la sentencia de amparo constitucional adiada el 16 de marzo de 2018, a fin de que esta vez sí se integre de manera correcta la Litis por parte del Juzgado de primer nivel y se profiera un nuevo fallo de tutela que sea respetuoso del principio de la congruencia, atendiendo los parámetros decantados por esta instancia judicial.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Penal,

RESUELVE: 
PRIMERO: DECRETAR LA NULIDAD de la actuación procesal, a partir de la expedición del fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el 16 de marzo de 2018. Lo anterior sin perjuicio de la validez las pruebas ya allegadas al proceso. 

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior se ORDENA que por Secretaría se remita el expediente al Juzgado de origen para que allí se rehaga la actuación conforme a lo aquí dispuesto.

TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
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